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“El derecho de acceso a la justicia debe asegurar la 
determinación de los derechos de la persona en un 
tiempo razonable. La falta de razonabilidad en el pla-
zo constituye, en principio, por sí misma, una viola-
ción de las garantías judiciales”.

Corte IDH, caso Fornerón vs. Argentina.

Sumario: I. Introducción. II. ¿De que hablamos cuando habla-
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los casos en los que la Republica Argentina fue demandada. IV. 

Conclusión. 

I. Introducción

Cuando hablamos de tutela judicial, referimos a la protección ju-
risdiccional, considerando la disponibilidad de herramientas que 
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tiene la persona que, siguiendo los caminos institucionales y jurí-
dicos destinados a proteger los derechos fundamentales y la reso-
lución de conflictos de naturaleza diversa, busca el real y efectivo 
resguardo de ellos. Para dicho cometido, el rol del Estado como 
emisor de normas jurídicas, pero también como administrador 
de justicia, resulta fundamental. Nos preguntaremos si la falta de 
protección por excesiva duración de los procesos judiciales ata-
ñe a una cuestión de diseño normativo (constitucional o infra 
constitucional) o si, por el contrario, responde a otros factores 
gravitantes. 

Nuestro abordaje pretende examinar una etapa de la protec-
ción jurisdiccional: la duración de los procesos, particularmen-
te desde el derecho supranacional, teniendo presente que ge-
neralmente los tiempos en los que se desarrollan los procesos 
judiciales no son los que la sociedad demanda o necesita, pero 
entendiendo que ese reclamo social trasciende la mera discon-
formidad de un grupo más o menos importante de ciudadanos 
para transformarse en una exigencia del Sistema Interamericano  
de Derechos Humanos (SIDH). Esa tutela forma parte de la no-
ción de debido proceso, que abordaremos como garantía irre-
nunciable de la que gozan todas las personas. Dicha garantía se 
ha definido como “un límite a la actividad estatal, [un] conjunto 
de requisitos que deben observarse en las instancias procesales 
a efectos de que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que 
pueda afectarlos”.1

La República Argentina ha sido condenada en sede trasnacio-
nal por inobservancia del plazo razonable, por ejemplo, en pro-
cesos de familia y de responsabilidad civil del Estado. De cada 
uno de los pronunciamientos en los que nuestro país ha sido par-
te, surgen mandatos para el Estado argentino para adecuar los 
procesos judiciales a los estándares del SIDH, ya que, como se ha 
sostenido, la demora prolongada puede llegar a constituir por sí 

1	 García Ramírez, Sergio, “El debido proceso en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”, El debido proceso, Criterios de la 
jurisprudencia interamericana, Ciudad de México, Porrúa, 2012, p. 22.
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misma una violación de las garantías judiciales.2 Cada caso anali-
zado contiene particularidades que enriquecen el estudio de los 
estándares del sistema y los mandatos para el Estado demandado.

La garantía del plazo razonable aparece como un concepto jurí-
dico indeterminado,3 por lo que, para delimitarlo, es preciso como 
primera medida hurgar en el significado de los vocablos, la letra 
de la Convención y luego en la interpretación de los tribunales. 
Calificada doctrina local entiende, sin embargo, que “un proceso 
desenvuelto en los límites de un período razonable depende de 
numerosas contingencias, donde anidan múltiples proyecciones 
que impiden definir un tiempo para todos como si esta fuera la 
mejor solución”.4 De todas maneras, es preciso tener presente que 
cuando utilizamos el adjetivo “razonable”, estamos en presencia 
de un estándar en sí mismo (en algunos ordenamientos traducido 
como una norma) que sustancialmente es un principio. Siguiendo 
a Dworkin5 podemos afirmar que la existencia del término “razo-
nable” hace que la aplicación de la norma que lo contenga depen-
da, hasta cierto punto, de principios o directrices que trascienden 
la misma, y de tal manera hace que se asemeje más a un principio.

Para continuar el análisis que nos proponemos es preciso te-
ner presente que la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos en su artículo 8.1 contiene un claro mandato donde iden-
tificamos una referencia temporal. El texto convencional dice 

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de or-
den civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2	 Ibidem, p. 67.
3	 La Corte IDH considera que “no es un concepto de sencilla definición” en 

Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de enero de 1997. Serie C, núm. 30, ap. 77.

4	 Gozaíni, Osvaldo Alfredo, El Debido Proceso, Estándares de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos, Rubinzal Culzoni, 2019, t. II, p. 195.

5	 Dworkin, Ronald, Los derechos en serio, 2a. ed., Barcelona, Ariel S. A., 1989, 
p. 79.
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La Real Academia de la Lengua Española6 define al “estándar” 
como algo que sirve como tipo, modelo, norma, patrón o referen-
cia. En este estudio decidimos indagar sobre esos patrones o pará-
metros que nos indican si el plazo de duración de un proceso judi-
cial ha sido razonable, considerando dicho extremo como una de 
las condiciones de acceso a la justicia y parte del debido proceso. 

Si sostenemos que la falta de cumplimiento de dichos patro-
nes constituye un obstáculo que impide que el justiciable pueda 
gozar de la protección jurisdiccional, corresponde la delimitación 
conceptual de lo que consideramos “plazo razonable”, teniendo 
especialmente en cuenta las consideraciones que sobre ello ha 
hecho la jurisprudencia. Tal precisión constituye un elemento 
fundamental para los Estados parte del sistema en orden a iden-
tificar cuáles son los déficits que marca la instancia de revisión 
interamericana a través de los pronunciamientos de sus órganos 
y, con esa información, delinear políticas públicas que propen-
dan al cumplimiento de la referida garantía.

II. ¿De qué hablamos cuando  
hablamos de plazo razonable?

Como lo hemos mencionado, el Tribunal regional ha referido al 
acceso a la justicia como una disposición imperativa que no se 
agota ante el hecho de que se tramiten los respectivos procesos 
internos, sino que exige que el Estado garantice que estos asegu-
ren, en un plazo razonable, la satisfacción de los derechos que 
tienen las partes en el mismo.7 El propio Tribunal realiza una 
precisión conceptual en cada sentencia en la que ha abordado el 
tema, partiendo de la idea de plazo razonable como concepto que 
no es de fácil definición.8  

Cuando pretendemos delimitar el vocablo “plazo” a la temáti-
ca que nos ocupa, nos remitimos al concepto de término o tiem-

6	 RAE, https://dle.rae.es/est%C3%A1ndar?m=form
7	 Andreu, Federico et al., Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

comentario, Eudeba, 2014, p. 213.
8	 Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua…, cit. 
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po señalado para la realización de algo. El proceso es una serie de 
actos realizados por las partes y por el juez y los plazos procesales 
son los lapsos dentro de los cuales deben ser realizados los actos 
procesales, es decir, el margen de tiempo dado para practicarlos.9 
El cumplimiento o incumplimiento de los plazos acarrea conse-
cuencias jurídicas, consolidando situaciones que pueden tradu-
cirse en figuras tales como la preclusión, la caducidad o la pres-
cripción. Autores ya clásicos del derecho procesal han apuntado 
acertadamente que “[e]l fenómeno jurídico, como todo producto 
de la vida, ocupa un lugar en el espacio y en el tiempo, factores 
ambos que el derecho no puede, por consiguiente, dejar de tomar 
en cuenta para regular su eficacia y sus efectos”. Agregando que 
“[p]or el transcurso del tiempo el derecho se transforma […] y 
también por el transcurso del tiempo el derecho se extingue”.10

Definido el sustantivo “plazo” y su relevancia en el mundo 
del derecho, resta definir el adjetivo que lo acompaña. En tal sen-
tido, no es tarea fácil definir lo razonable desde un abordaje jurí-
dico. El vocablo remite al concepto de mesura o de moderación. 
También se puede asociar a la “prudencia”, esa virtud que indica 
qué es lo que conviene o no conviene hacer. No faltará quien 
sostenga que la razonabilidad del Derecho es algo que se vincula 
más al sentido común que a sesudos ejercicios intelectuales de 
personas especialmente preparadas e inteligentes.11 El Tribunal 
Constitucional español, por ejemplo, ha entendido a lo razonable 
como lo justificado, lo no arbitrario, para designar proporción, 
por ejemplo, entre tiempo y proceso.12 

En estudios que abordan la temática desde la limitación cons-
titucional que implica, el principio de razonabilidad es presenta-

9	 Leguisamón, Héctor Eduardo, Derecho Procesal Civil, 2a. ed. ampliada y ac-
tualizada, Santa Fe, Rubinzal Culzoni Editores, 2017, t. I, p. 228.

10	 Alsina, Hugo, Tratado teórico — práctico de derecho procesal civil y comercial, 
2a. ed., Buenos Aires, Ediar SA, t. I, 1963, p. 735.

11	 Martínez, José Ignacio; Zúñiga Urbina, Francisco, “El principio de razona-
bilidad en la jurisprudencia del tribunal constitucional”, Estudios Constitu-
cionales, vol. 9, núm. 1, Santiago de Chile, Centro de Estudios Constitucio-
nales de Chile, 2011, pp. 200.

12	 Bazán, José Luis, y Madrid Ramírez, Raúl, “Racionalidad y razonabilidad en 
el Derecho”, Revista Chilena de Derecho, vol. 18, núm. 2,  Santiago de Chile, 
1991, pp. 179-188.
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do como un principio general del derecho. Esto significa, en pri-
mer lugar, que goza de juridicidad: es obligatorio en la aplicación 
del derecho en general. En otras palabras, el operador jurídico 
debe buscar la maximización de la razonabilidad ya sea en la san-
ción de cualquier acto normativo, en la interpretación, en su apli-
cación y control. En segundo lugar, significa que forma parte del 
ordenamiento jurídico independientemente de que sea o no de-
clarado en forma expresa.13 De ello se sigue que, el principio de 
razonabilidad, o proporcionalidad, así entendido, opera como un 
límite constitucional al poder del Estado, y como un criterio de 
control de las normas de modo que su contenido sea conforme a 
derecho y que los derechos fundamentales no se vean afectados o 
alterados en su contenido esencial.14 Podemos recordar también 
que otros autores han sostenido que el referido principio de razo-
nabilidad se traduce en la elección de la alternativa más racional 
y más justa o equitativa de todas las posibles para obtener el fin 
deseado.15 Calificada doctrina local ha sostenido que el control 
de razonabilidad constituye un instrumento eficaz dentro del sis-
tema para evaluar la adecuación de la respuesta dada, tanto desde 
la ley, la reglamentación o la sentencia, a las normas, principios, 
valores e intereses en juego respecto de los derechos reconocidos 
en el texto constitucional.16 En otras palabras, “si lo razonable 
es lo opuesto a lo arbitrario, es decir, contrario a lo carente de 
sustento —o que deriva solo de la voluntad de quien produce el 
acto, aunque esa voluntad sea colectiva—, una ley, reglamento o 
sentencia son razonables cuando están motivados en los hechos 
y circunstancias que los impulsaron y fundados en el derecho 
vigente”.17

13	 Sapag, Mariano A., “El principio de proporcionalidad y de razonabilidad 
como límite constitucional al poder del Estado: un estudio comparado”, 
Revista Dikaion, vol. 22, núm. 17, Bogotá, Universidad de la Sabana, diciem-
bre de 2008, p. 182.

14	 Idem.
15	 Rosatti, Horacio, Tratado de Derecho Constitucional, 2a. ed., Santa Fe, Ru-

binzal Culzoni Editores, t. I, p. 193.
16	 Cayuso, Susana, “La aplicación del principio de razonabilidad y las limita-

ciones a los derechos fundamentales”, Pensamiento Constitucional, año VI, 
núm. 6, Lima, Pontificia Universidad Católica del Perú, 1999, p. 388.

17	 Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, Comentada y 
Concordada, Buenos Aires, La Ley, 2004, p. 327.
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Lo antedicho refuerza la línea argumental que venimos de-
sarrollando: la actividad jurisdiccional del Estado tiene límites 
temporales, más allá del cumplimiento formal de las pautas esta-
blecidas en los códigos de procedimientos. La tutela que a través 
de esa actividad el Estado otorga a los ciudadanos se desplegará 
en un lapso determinado, pero si ese período se elonga injustifi-
cadamente estamos en presencia no solo de un mero incumpli-
miento sino de una respuesta del sistema al justiciable que no es 
racional ni equitativa y que constituye la violación de un derecho 
a causa, precisamente de esa demora.

III. El concepto de plazo razonable en casos 
 en los que la República Argentina fue demandada

3.1. Los antecedentes

Existen relevamientos de jurisprudencia internacional que dan 
cuenta del desarrollo que los órganos de derechos humanos han 
hecho de una serie de criterios que se aplican indistintamente a 
casos de cualquier naturaleza en los cuales se argumente que el 
transcurso del tiempo y la dilación en la resolución de las causas 
han afectado el derecho al debido proceso del denunciante. En esos 
criterios o pautas ninguno de los sistemas a nivel internacional ha 
desarrollado estándares con tratamiento diferencial a la noción de 
plazo razonable según se aplique en la sustanciación de una acu-
sación penal o en la determinación de derechos de naturaleza ci-
vil, laboral o de otra índole,18 aunque en algunos casos gravitan las 
circunstancias particulares de los derechos en juego, como se verá 
más adelante. De todas maneras, es dable dejar en claro que referi-
mos a las dilaciones en la tramitación que impactan en el acceso a 
la efectiva protección jurisdiccional y que “el derecho al acceso a la 
justicia no significa que la potencial decisión tenga que ser favora-
ble, sino que el recurso sea observado con las debidas garantías del 
debido proceso legal, con independencia del resultado”.19 

18	 Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, El debi-
do proceso legal: análisis desde el sistema interamericano y universal de dere-
chos humanos, Buenos Aires, Eudeba, t. I, 2013, pp. 419 y 420.

19	 Corte IDH. Caso Spoltore vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Re-
paraciones y Costas. Sentencia de 9 de junio de 2020. Serie C, núm. 404, 
párr. 48 del voto razonado del juez Ferrer Mac-Gregor Poisot.
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El Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) ha 
constituido indudablemente el modelo principal para la redac-
ción de la Convención Americana de Derechos Humanos, dos 
catálogos fundados sobre los derechos civiles y políticos, que 
contienen normas de principio más que verdaderas reglas. En los 
años 60 el Tribunal Europeo de Derechos Humanos20 decidió el 
caso Neumeister vs. Austria, en el que tuvo oportunidad de consi-
derar la extensión temporal del proceso que implicó la detención 
del señor Fritz Neumeister.21 En el procedimiento, la Corte Eu-
ropea contextualizó las particularidades del proceso judicial y lo 
contrastó con la Convención para la Protección de los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales. Más cerca en el tiem-
po, la Corte Interamericana al considerar también las vicisitudes 
de un proceso elongado en el tiempo, se remitió a los preceden-
tes europeos diciendo que para definir el plazo razonable 

se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha señalado la 
Corte Europea de Derechos Humanos en varios fallos en los cua-
les se analizó este concepto, pues este artículo de la Convención 
Americana es equivalente en lo esencial, al 6 del Convenio Europeo 
para la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades Fun-
damentales. De acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en 
cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo 
en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) 
la actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las autori-
dades judiciales,

y citó entre los precedentes europeos a Ruiz Mateos vs. Espa-
ña de junio de 1993.22 

Más allá del valor que les asigna la Corte Interamericana a los 
antecedentes europeos, hay quienes consideran que, durante dé-
cadas, la Corte europea ha sido reacia a elaborar medidas correc-
tivas específicas contra la duración indebida de los procesos judi-
ciales, a pesar de tener a su alcance una disposición “latente” en 
el artículo 13, bajo el ropaje del derecho a un recurso legal efec-

20	 European Court of Human Rights (ECHR).
21	 ECHR, Neumeister vs. Austria, app no 1936/63 (A/8), 1968.
22	 Corte IDH. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua…, cit., párr. 77.
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tivo. La determinación típica de la Corte Europea en tales casos 
contenía una conclusión tradicional, por lo que una vez que se 
advertía una violación a la garantía del “tiempo razonable”, cuyo 
estándar se encuentra en el artículo 6 de la Convención europea, 
apartado 1, no había un examen separado de una presunta viola-
ción del derecho a un recurso efectivo en virtud del artículo 13.23

Hace casi dos décadas, al considerar la petición del ciuda-
dano polaco Andrzej Kudła,24 el Tribunal de Estrasburgo tuvo 
la oportunidad de determinar si el mencionado artículo 6 de la 
Convención Europea era lex specialis respecto al artículo 13 del 
mismo cuerpo normativo. La Corte Europea consideró que la  
correcta interpretación del artículo 13 es que esa disposición 
debe garantizar un recurso efectivo ante una autoridad nacional 
por un presunto incumplimiento del requisito del artículo 6, inci-
so 1 para escuchar un caso dentro de un tiempo razonable.

3.2. Los casos argentinos

El propósito de este trabajo de investigación se circunscribe al 
análisis de los estándares que refieren al plazo razonable, como 
parte de la noción de debido proceso, en los casos en los que la  
República Argentina fue condenada, entre otras razones, por  
la inobservancia de las prescripciones de los artículos 8.1 y 25 
de la Convención Americana como por ejemplo en el precedente 
Bayarri.25 Allí la Corte prefirió dejar a un lado el análisis de la  
complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y  
la conducta de las autoridades judiciales. Los casi trece años de 
prisión preventiva a los que fue sometido el señor Bayarri la lle-
varon a concluir que existió un retardo notorio en el proceso re-
ferido carente de explicación razonada. La elongación exagerada, 

23	 Drzewicki, Krzysztof, “Improving domestic remedies with particular em-
phasis on cases of unreasonable length of proceedings”, Reforming the Eu-
ropean Convention on Human Rights: a work in progress, Estrasburgo, Coun-
cil of Europe Publishing, 2009, p. 88.

24	 ECHR, Kudła vs. Poland, sentencia del 26 de octubre de 2000.
25	 Corte IDH. Caso Bayarri vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Repa-

raciones y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008. Serie C, núm. 187.
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en ese caso, constituyó un elemento contundente para condenar 
al Estado. En esa oportunidad la Corte dijo “con motivo de la 
falta de una resolución pronta y definitiva de la denuncia penal 
presentada en este caso por hechos de tortura y privación ilegal 
de la libertad se afectó el derecho de la víctima a la debida pro-
tección judicial” y agregó 

[e]ste derecho comprende no solo el acceso del ofendido a los pro-
cesos penales en condición de querellante, sino el derecho a obte-
ner un pronunciamiento definitivo mediante mecanismos efectivos 
de justicia. Asimismo, tomando en cuenta tanto el notorio retardo 
en la investigación y en el proceso referido, sin que exista explica-
ción razonada, como el reconocimiento de hechos formulado por 
el Estado, la Corte estima que Argentina violó los artículos 8.1 y 
25.1 de la Convención Americana en perjuicio del señor Juan Car-
los Bayarri.26

Es preciso tener en cuenta que la Corte Interamericana debe 
realizar una compleja valoración del caso concreto para apreciar 
la observancia o inobservancia del debido proceso conforme la 
Convención Americana. Esto tiene implicaciones en cuanto al al-
cance de la revisión y a las pruebas eficaces. Por lo que toca al 
primer extremo, “(e)l esclarecimiento de si el Estado ha violado 
o no sus obligaciones internacionales por virtud de las actuacio-
nes de sus órganos judiciales, puede conducir a que la Corte deba 
ocuparse de examinar los respectivos procesos internos. La fun-
ción del tribunal internacional es determinar si la integralidad 
del procedimiento, inclusive la incorporación de prueba se ajustó 
a la Convención”.27

En otros casos emblemáticos para la República Argentina, 
como el del señor Danilo Furlán en el fuero civil argentino, con 
diez años de trámite para una sentencia de primera instancia (a 
la que debían seguir las instancias de apelación ordinaria), o el 
reclamo del señor Fornerón, en un trámite de filiación con más 
de diez años en su tramitación, o el caso Mémoli, que motivó la 
sustanciación de una causa civil y otra penal también elongadas 

26	 Ibidem, párr. 117.
27	 García Ramírez, Sergio, op. cit., p. 25.
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en el tiempo, se abrió la posibilidad de que la Corte Interame-
ricana formulara apreciaciones sobre los procesos judiciales en 
Argentina, en lo que respecta a su duración. También, más cer-
ca en el tiempo, en los casos de los señores Perrone y Preckel, 
donde se debatieron cuestiones administrativas que luego se 
judicializaron por un largo período o el caso del señor Jenkins, 
en los que a partir de una irrazonable detención en el marco de  
una causa penal, se originó un reclamo por daños y perjuicios 
contra el Estado, o el caso del señor Spoltore, donde la Corte 
abordó la extensión de un proceso laboral donde se debatió una 
indemnización emergente de enfermedad profesional. Hay un 
elemento común en los pronunciamientos que siempre debemos 
tener presente: la Corte Interamericana remarca inveteradamente  
en sus precedentes que “si el paso del tiempo incide de manera 
relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesa-
rio que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que el 
caso se resuelva en un tiempo breve”,28 impartiendo de ese modo 
un mandato claro a los Estados en general, y en particular, en los 
casos mencionados, a la República Argentina.

Como decíamos, las condenas no quedan en el pasado. Hace 
algunos pocos años, en el mes de octubre de 2019, el país volvió 
a ser condenado por violación a la garantía del plazo razona-
ble. Más de una década de trámites administrativos y judiciales 
llevaron a Elba Clotilde Perrone y Juan José Preckel a acudir al 
SIDH a fin de que fuera analizada su pretensión de cobro de los 
salarios y beneficios sociales dejados de percibir en la entidad 
estatal en la que trabajaban como consecuencia de su alegada 
privación arbitraria de libertad por parte de agentes estatales 
durante el último Gobierno de facto argentino. Pocos meses 
después lo fue en el caso Jenkins y lo mismo sucedió en junio de  
2020, al abordar el extensísimo proceso laboral del señor Spol-
tore. En este último caso, más allá de las consideraciones que 
hizo el Tribunal regional, respecto a cuestiones de derecho la-
boral, para nuestro análisis resulta importante destacar que la 
Corte regional reiteró que el acceso a la justicia es uno de los 
componentes del derecho a condiciones de trabajo que aseguren 

28	 Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C, núm. 192.
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la salud del trabajador. La Corte recordó que los derechos labo-
rales y el derecho a la seguridad social incluyen la obligación de 
disponer de mecanismos efectivos de reclamo frente a su viola-
ción con el fin de garantizar el derecho de acceso a la justicia y a 
la tutela judicial efectiva, tanto en el ámbito público como en el 
ámbito privado de las relaciones laborales.

Y Argentina lo hizo otra vez. Dos casos sentenciados en los 
últimos dos años mantienen vivo el mandato trasnacional y obli-
gan a la República Argentina a observar el cumplimiento de las 
disposiciones del sistema interamericano. Esos casos, son María 
y su hijo Mariano vs. Argentina, un caso que guarda cierta simili-
tud con Fornerón, ya que refiere al reconocimiento del vínculo 
filial de un menor y Boleso, un proceso en el que se debatió la 
dilación innecesaria en el cumplimiento de la decisión de una 
acción de amparo, relativa a la remuneración de un juez.

El elenco de casos argentinos es el siguiente:

Corte IDH, Caso Furlán y familiares vs. Argentina, sentencia del  
31 de agosto de 2012; Caso Fornerón vs. Argentina, sentencia  
del 27 de abril de 2012; Caso Jenkins vs. Argentina, senten-
cia de 26 de noviembre de 2019; Caso Mémoli vs. Argentina, 
sentencia del 22 de agosto de 2013; Caso Perrone y Preckel vs. 
Argentina, sentencia de 8 de octubre de 2019; Caso Spoltore  
vs. Argentina, sentencia del 9 de junio de 2020; Caso Boleso vs. 
Argentina, sentencia de 22 de mayo de 2023, y Caso María y 
otros vs. Argentina, sentencia del 22 de agosto de 2023.

IV. Conclusión

Sumergidos en el ámbito competencial de la Corte y entendiendo 
el término exhortación como advertencia o aviso con que se in-
tenta persuadir, como conclusión de este trabajo abordamos esas 
advertencias que surgen de los pronunciamientos de la Corte In-
teramericana. Está fuera de toda discusión que lo razonable es 
contrario a lo arbitrario. Hemos abordado la cuestión de los pla-
zos razonables a partir de los precedentes de la Corte Interame-
ricana y, en esa línea, hemos señalado que los tratados interna-
cionales han fijado parámetros generales dentro de los cuales los 
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procesos deben encaminarse, sin que ello signifique un avance 
sobre el ámbito discrecional de cada Estado para diseñar las vías 
por las que administrará justicia, que pueden responder en su 
formulación a factores tales como la cultura, la tradición jurídica 
o la idiosincrasia de sus habitantes. El Tribunal regional ha hecho 
hincapié en que el Sistema Interamericano de Derechos Huma-
nos consta de un nivel nacional que consiste en la obligación de 
cada Estado de garantizar los derechos y libertades previstos en 
la Convención y de sancionar las infracciones que se cometieren 
y que, si un caso concreto no es solucionado en la etapa interna 
o nacional, la Convención prevé un nivel internacional en la que 
los órganos principales son la Comisión y la Corte Interamerica-
na y que las autoridades internas están sujetas al imperio de la 
ley y, por ello, están obligadas a aplicar las disposiciones vigen-
tes en el ordenamiento jurídico. Sin embargo, en los ocho casos 
analizados, la violación de una garantía en perjuicio de los de-
mandantes no pudo ser resuelta en el orden interno. La cuestión 
temporal devino decisiva para que, ante la indebida dilación de 
los procesos, los casos terminaran siendo resueltos por el tribu-
nal regional.

En los casos de jurisprudencia interamericana que conside-
ramos, la cuestión relativa al plazo de los procesos judiciales fue 
analizada a partir de la conducta procesal de las partes y la ju-
dicatura y en todos se examinó el requisito de diligencia básica, 
agravada por la materia en los dos primeros, y por la subsistencia 
de una medida cautelar en el tercero. En cualquiera de los pre-
cedentes estudiados, la falta de razonabilidad en la extensión de 
la tramitación de la causa, siguiendo los precedentes de la pro-
pia Corte Interamericana, podría haber sido desvirtuada por el 
Estado, si este hubiera expuesto y probado que la demora tuvo 
directa relación con la complejidad del caso o con la conducta de 
las partes. Debemos tener presente que la Corte Interamericana, 
en un caso que involucró precisamente a la República Argentina, 
dijo que: 

Si la conducta procesal del propio interesado en obtener justicia ha 
contribuido en algún grado a prolongar indebidamente la duración 
del proceso, difícilmente se configura en cabeza del Estado una vio-
lación de la norma sobre plazo razonable. En todo caso, teniendo 
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en cuenta la complejidad del asunto y el desinterés del actor, entre 
otros factores, la duración global del proceso litigioso no revestiría 
la importancia necesaria para declarar la violación de los artículos 
que protegen el derecho al acceso a la justicia y a las garantías ju-
diciales.29

Debemos destacar que en ninguno de los casos analizados 
en los que Argentina fue condenada, la Corte recomendó cam-
bios en la normativa procesal. Algunos autores que han hecho 
un seguimiento de la jurisprudencia regional han concluido que 
el plazo razonable al que refiere el artículo 8.1 de la Convención 
es independiente del plazo que pueda establecerse en el orde-
namiento interno para el desarrollo de determinado proceso, ya 
que la Corte Interamericana no está llamada a verificar si en el 
caso concreto se cumplió o no el plazo establecido por la norma 
interna.  

La Corte Interamericana —en uno de los precedentes anali-
zados— enfatizó que 

Las autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por 
ello, están obligadas a aplicar las disposiciones vigentes en el or-
denamiento jurídico, pero debe tenerse en cuenta que cuando un 
Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención 
Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces y demás órga-
nos vinculados a la administración de justicia, también están so-
metidos a aquél, lo cual les obliga a velar para que los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de normas contrarias a su objeto y fin.30

Está claro que el deber de dirigir el proceso no puede ser elu-
dido por las autoridades judiciales y, particularmente en uno de 
los precedentes estudiados, que la autoridad judicial debe procu-
rar en forma diligente que los plazos procesales se cumplan, te-
niendo a su cargo el deber de tomar medidas tendientes a evitar 

29	 Corte IDH. Caso Cantos vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia de 28 de noviembre de 2002. Serie C, núm. 97, párr. 57.

30	 Corte IDH. Caso Furlan y familiares vs. Argentina. Excepciones Prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. 
Serie C, núm. 246, párr. 302.
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la paralización de los procesos, máxime en asuntos relacionados 
con cuestiones, por ejemplo, vinculadas a la incapacidad física de 
un menor de edad, debiendo hacer uso de sus facultades ordena-
torias e instructorias, o confiriendo preferente despacho, lo cual 
le estaba permitido por la ley adjetiva. 

Como lo ha remarcado el Tribunal Interamericano, la afecta-
ción generada por la duración del procedimiento en la situación 
jurídica de la persona involucrada en el mismo, es relevante, de-
biendo considerarse, entre otros elementos, la materia objeto de 
controversia. 

Como corolario, recordamos una mención que solemos en-
contrar en la jurisprudencia local, y que indica que la actuación 
de los tres poderes del Estado Nacional —y el judicial es uno de 
ellos— encuentra como límite el respeto al proyecto de repúbli-
ca democrática que establece la Constitución Federal (arts. 10, 
31 y 36). Los mandatos de su texto han sido establecidos por el 
poder constituyente del pueblo, y por esa razón condicionan la 
actividad de los poderes constituidos. El obrar del Estado debe 
entonces estar dirigido al más amplio acatamiento de los princi-
pios, declaraciones, derechos y garantías reconocidos en el pacto 
fundacional de los argentinos, como una forma efectiva de asegu-
rar el real acceso a la justicia, resguardando de ese modo también 
el principio de igualdad.
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